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I. INTRODUCCIÓN
«Por autonomía local se entiende el derecho y la capacidad efectiva de las Corpora-
ciones locales de ordenar y gestionar una parte importante de los asuntos públicos, en el
marco de la ley, bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus habitantes».
(Carta Europea de Autonomía local, art. 3.1).
«Las Corporaciones locales deben poder definir por sí mismas las estructuras admi-
nistrativas internas con las que pretenden dotarse, con objeto de adaptarlas a sus ne-
cesidades específicas y a fin de permitir una gestión eficaz».
(Carta Europea de Autonomía local, art. 6.1).
¿Qué?
El presente trabajo pretende ser una reflexión sobre la figura del gerente
municipal, pretexto para realizar una aproximación a la acción de gobierno y
la gestión pública en los municipios catalanes.
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En el ámbito de la Administración Pública, los Ayuntamientos son las orga-
nizaciones prestacionales, de base territorial, más próximas a los ciudadanos y,
al mismo tiempo, se encuentran en situación privilegiada para detectar y actuar
sobre sus necesidades, e incluso preverlas o condicionarlas mediante la pros-
pectiva, que en muchos casos se articula a través de los Planes estratégicos.
A lo largo de la presente monografía se analiza la evolución del concepto
de eficacia hacia el de eficiencia en las Administraciones públicas, mediante el
reclamo, generalizado intemacionalmente, de modernización y reinvención del
gobierno. Gobierno y administración que se estudian como conceptos comple-
mentarios, pero diferenciados en cuanto a su alcance material, para delimitar el
entorno de la gestión pública desde sus diferentes modelos y técnicas, lo que
permitirá definir la figura del gerente municipal, en su vertiente organizativa,
gerencial y jurídica. Y, con él, la acción de gobierno, de dirección política, dentro
de la cual se incardina como catalizador intraorganizativo de las diferentes políti-
cas públicas. Sin olvidar, que son los miembros electos de las Corporaciones locales,
los que, utilizando como instrumentos los órganos administrativos correspondientes,
detentan el mandato representativo de los ciudadanos para gestionar la organi-
zación municipal, según los programas políticos de partidos y agrupaciones elec-
torales que acaben conformando finalmente el gobierno municipal y, que se
concretarán en políticas públicas determinadas.
En la base del edificio constitucional del Estado y siendo uno de sus pilares
vertebradores, queda garantizada la autonomía de los municipios, correspondien-
do al Ayuntamiento su gobierno y administración. Garantía institucional revesti-
da de potestades que la hacen efectiva, entre ellas las de autoorganización y
reglamentaria (capacidad normativa), que permiten, hasta cierto punto, redise-
ñar la organización del Ayuntamiento, para alcanzar los objetivos, legitimados
por el poder electoral, de quienes asumen la acción de gobierno, de forma directa,
o indirecta mediante acuerdos programáticos entre diferentes candidaturas.
¿Cómo?
«Las cosas son como son hasta que dejan de serlo».
A. MACHADO
Son pocos los Ayuntamientos que no han invertido esfuerzos e importantes
y costosos recursos en adaptar sus estructuras organizativas a constantes refor-
mas, pero sin cambiar la cultura de la organización, ni de sus gobernantes, lo
que ha abocado en sentimiento de fracaso. Y, por otro lado, si bien la preocu-
pación por la gestión acaba siendo un aspecto de trascendental importancia en
las agendas públicas de los cargos electos (en las que priorizan su acción de
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gobierno) una vez que detentan el poder, no se materializa en la posterior defi-
nición de políticas públicas (donde se defina el modelo de organización que
más se adapte a las necesidades del municipio), ni se suele contener en los co-
rrespondientes programas electorales, no existiendo un debate a nivel político,
ni una definición desde los partidos sobre los modelos de gestión en la Admi-
nistración local.
Así, los dos municipios más importantes de Cataluña, por su población y
dimensión de sus estructuras organizativas, gobernados mayoritariamente por
la misma fuerza política, como son el caso de Barcelona y Hospitalet de Llo-
bregat, si bien que en el primero con la concurrencia de otras dos, se asientan
en modelos de gestión totalmente diferentes. El primero, organizado sobre la
base de una estructura gerencial y, el segundo, sobre los modelos tradicionales
burocráticos de gestión municipal.
En este estudio se reflexiona sobre la acción de gobierno desde la perspecti-
va de la gestión pública, a través del modelo gerencial, no como paradigma de
la excelencia o la calidad, según los parámetros conceptuales que corresponde-
rían a la teoría de la organización, sino como resultado de un mejor aprovecha-
miento de los recursos organizativos, en un entorno extraordinariamente
complejo, como lo es el municipal, donde la interacción con los diferentes
agentes externos e internos (como lo son dentro de la organización: los grupos
políticos municipales, el alcalde, los concejales, los directivos, el secretario-in-
terventor-tesorero —si lo hay—, el personal, los sindicatos; y, fuera de la organi-
zación: los partidos o agrupaciones electorales, las entidades, las asociaciones,
los colectivos organizados de todo tipo —político, sindical, económico, profe-
sional, social—, los ciudadanos), acaba condicionando, no tan sólo las agendas
y políticas públicas, sino también, la propia gestión en sí.
Y la calidad de la gestión resultante se percibirá por su perfume (en alego-
ría a la excelente novela de Patrick Süskind). Perfume del cual será responsa-
ble, en gran medida, el gerente, que junto al alcalde y al gobierno municipal,
tienen la obligación de extraer la mejor esencia de cada uno de los agentes que
interactúan en la administración, para conseguir la fórmula magistral que per-
mita alcanzar altos grados de satisfacción en la mayor parte de ellos, sino en la
totalidad.
«El desarrollo de la receptividad de la Administración puede resultar costoso, debi-
do al aumento de servicios que se prestan a los clientes y al funcionamiento menos
económico de los servicios administrativos. No obstante, el resultado puede ser pro-
vechoso si las políticas son más eficaces, si con ello aumenta la equidad y el público
está satisfecho del comportamiento de la Administración.
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El aumento de la receptividad de la Administración es un reto esencial lanzado a las
democracias más industrializadas.
¿Está el servicio público al servicio del público? Si la idea de servicio es primordial,
¿por qué la organización y los procedimientos administrativos dificultan tanto su
realización?»
Informe OCDE «La Administración al servicio del público» 1987.
La modernización en la Administración pública...
«Valores nuevos a implantar en la cultura administrativa:
* La eficacia y la eficiencia como valores que junto a la legalidad constituyan los
pilares de la actuación de la Administración.
* La responsabilidad efectiva de la Administración ante los ciudadanos destinata-
rios de los servicios públicos, instrumentando para ello los mecanismos que faciliten
la mutua relación, hagan más accesible a la Administración y promuevan la partici-
pación ciudadana en la gestión pública.
* La asunción por los órganos políticos de las decisiones estratégicas y la realiza-
ción por la Administración de las funciones para su ejecución, con el fin de hacer
efectivo el principio de responsabilidad en la gestión en un marco de objetivos cla-
ramente establecido.
* En lo organizativo, flexibilidad de las estructuras con objeto de que puedan
adaptarse a los requerimientos de las tareas a desempeñar en cada caso, y autonomía
mayor en su funcionamiento de acuerdo con el criterio anterior.
* Apertura constante de la Administración a las experiencias e innovaciones intro-
ducidas en el funcionamiento de otras organizaciones públicas o privadas, con una
particular sensibilidad hacia la incorporación de nuevas técnicas de gestión.
* Consideración de los recursos humanos como el elemento fundamental con el
que opera la Administración, prestándoles una atención especial a partir de dos cri-
terios centrales: adecuación de los regímenes de personal a las características de las
tareas que tienen que desarrollar, e incremento constante de su profesionalización.»
Reflexiones para la modernización de la Administración del Estado. Madrid 1990.
...se plantea sobre la base de mejora de su funcionamiento, a través de un
énfasis especial en el enfoque de la Administración como un conjunto de orga-
nizaciones cuya misión básica es prestar servicios públicos, con el nivel de ca-
lidad que demanda la sociedad actual (con la consecuencia de la necesidad de
prestar una atención especial a la dimensión de la eficacia en la gestión del in-
terés público). No olvidando la valoración específica que debe tener la restric-
ción que supone, en la actualidad y en el futuro, la escasez de recursos de la
Administración (con la consecuencia de la priorización de la eficiencia, a tra-
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vés, justamente, de la modernización de la gestión pública). Por ello es necesa-
ria una articulación abierta y flexible del sistema de gestión dada la compleji-
dad de la organización administrativa \
«Debe considerarse que no hay nada más difícil de llevar a cabo, ni con más incerti-
dumbre de éxito, ni más peligroso de manejar, que iniciar un nuevo orden de cosas.
Ya que el reformador tiene enemigos en todos aquellos que se benefician del viejo
orden, y solamente defensores indiferentes en todos aquellos que se beneficiarían
por el nuevo orden. Esta indiferencia proviene parcialmente del miedo a sus adver-
sarios, que tienen las leyes a su favor, y parcialmente, de la incredulidad del hom-
bre, que verdaderamente no cree en nada nuevo hasta que no lo haya experimentado
realmente». (MAQUIAVELO en El Príncipe, citado por Les METCALFE y Sue RICHARDS).
Sue RICHARDS 2 nos diagrama de manera muy concisa, la evolución en el
propio concepto de modernización, sobre la base de tres paradigmas, el de la
Administración Pública, el de la Eficiencia y el del Cliente. En el paradigma
de la Administración Pública los políticos y aquellos técnicos que trabajan cer-
ca de ellos, se basan en el mandato electoral para tomar decisiones en nombre
de la comunidad. Son los que han de fijar los grandes parámetros de los servi-
cios públicos y, en la medida en que no definen específicamente los detalles de
una política de servicio, los profesionales y las burocracias llenan ese vacío,
patrimonializando como propio ese terreno. Los productores de los servicios
públicos suelen ser profesionales que autorregulan su función, controlando el
acceso a los mismos y definiendo sus normas, teniendo una gran capacidad de
influencia en las correspondientes políticas públicas. Y en este paradigma, el
administrador aparece como integrador entre el entorno político y el de pro-
ductores, no implicándose en los objetivos.
FIGURA 1. El paradigma de la Administración pública
Mandato • ( p m f x i rns V-Udministrató (PRODUCTORES)* know how
electoral
Fuente: El paradigma del cliente en la gestión pública. Sue RICHARDS, en revista citada en nota 2, pág. 6.
1 De esta forma se expresa el documento contenido en la obra Reflexiones para la modernización del
Estado. Edita MAP, Madrid, 1990 (págs. 21 y ss. y 67 y ss.).
2 «El paradigma del cliente en la gestión pública» en Revista de Gestión y Análisis de Políticas Públi-
cas, n.° 1, septiembre-diciembre de 1994, págs. 5 y ss.
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El anterior paradigma se apoyaba en políticas incrementalistas del gasto pú-
blico, no fundadas en la capacidad de desarrollo económico de los correspon-
dientes Estados, lo cual colisionó gravemente con la crisis de principios de los
70, poniéndose en entredicho las políticas de crecimiento sostenido y de pres-
taciones universalizadoras. A raíz de ahí se generó un cambio hacia políticas
dirigidas a reducir el gasto público y obtener una mayor eficiencia del mismo.
Aparece, así, el paradigma de la Eficiencia, con el que se pretende aplicar me-
canismos de mercado que favorecieran una presión sobre los intereses de los
productores que provocaban la inefíciencia en las organizaciones del sector pú-
blico. El Administrador pasó a asumir un papel gerencial, capaz de ejercer
esa presión, llevando a cabo los objetivos de los políticos con el menor gas-
to y con la mayor eficiencia posible. Se precisaba un rol de integrador que
crease un nuevo orden alterando el equilibrio entre los políticos y los produc-
tores del servicio público (los profesionales y el resto de miembros del perso-
nal), lo que en ocasiones comportaría cambiar las pautas de trabajo y, en otras,
disminuir los estándares del servicio. Se podría decir que en este paradigma se
encontraría el marco actual de las Administraciones públicas, al menos en
nuestro país.
FIGURA 2. El paradigma de la eficiencia
Fuente: Sue RICHARDS en obra citada pág. 7.
Y en la fase final de la evolución llegamos al paradigma del Cliente, hacia
el cual se orienta la gestión pública, lo cual sería consecuente con la idea de
aprendizaje del sector privado. El concepto del «cliente» comportaría un cam-
bio positivo en la cultura administrativa, el objetivo pasa a ser la mayor cali-
dad en el servicio y hacia él debe orientarse la Administración mediante un
trabajo común por parte de gestores y productores. En este marco aparece el
Informe de la OCDE sobre la Administración al servicio del público (1987). Se
pretende que la Administración pase a caracterizarse por un enfoque interre-
lacional entre diferentes actores, que coadyuven a la definición de las políticas
y objetivos públicos. Podríamos decir que en este paradigma se centra, en nues-
tro país, la ola modernizadora de la gestión pública, sin que todavía se halla lle-
gado a implementarlo.
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FIGURA 3. El paradigma del cliente
Fuente: Sue RICHARDS, obra citada pág. 9.
«Su idea de una Administración Pública que trabaje para la gente, sin procedimien-
tos inútiles ni despilfarros, libre de normas y trámites burocráticos absurdos, sigue
siendo el catalizador de todos nuestros esfuerzos». (Al Gore en escrito dirigido a
Bill Clinton con la remisión del Informe del National Performance Review. 1993).
Como colofón de este capítulo, hay que decir que la idealización de la ges-
tión empresarial del sector privado, a través de los conceptos de excelencia,
eficacia, eficiencia, motivación, comunicación, calidad, gerencia participativa,
y servicio al cliente, trasladados a la gestión de las organizaciones públicas, no
es la panacea, que cual varita mágica resolverá todos los males reales e iluso-
rios. El modelo de Estado burocrático continúa siendo relevante en aquellos
ámbitos donde los poderes públicos necesitan hacer algo más que simplemente
escoger entre un menú de bienes y servicios, cuyos orígenes se desarrollan
fuera de su control. En todo caso, el debate que se genera sobre el cambio en
la acción de gobierno debe ir más allá del estrictamente organizativo, debe
ser un debate constitucional, que afecte a los propios fundamentos y capacida-
des del Estado y de la política y se materialice en los cambios normativos que
corresponda3.
3 Patrick DUNLEAVY y Christopher HOOD, «De la Administración Pública tradicional a la nueva ges-
tión pública. Ensayo sobre la experiencia modernizadora de diversos países desarrollados» en Revista
de Gestión y Análisis de Políticas Públicas, n.° 3, mayo-agosto 1995. Estos autores hacen un análisis de
diferentes cambios estructurales, competenciales y normativos, en diferentes organizaciones públicas,
para modernizar las Administraciones públicas. También Luciano PAREJO en «La eficacia, principio de
la actuación de la Administración», Eficacia y Administración. Tres estudios, págs. 36 y ss., postula la
especificidad de la gestión pública, por la existencia de valores constitucionales que impiden una trasla-
ción idealizada de los valores y modos de gestión privada.
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FIGURA 4. Entorno para un debate sobre la orientación y
capacidad del Estado en una sociedad cambiante











«La Administración y los Sindicatos consideran que la modernización es un proceso
gradual, que requiere perseverancia, y que puede implicar reestructuraciones admi-
nistrativas y orgánicas, introducción de nuevos sistemas y técnicas de gestión, des-
centralización de funciones, obtención de resultados en la prestación de servicios y
dignificación de la figura del empleado público..., sin menoscabo de las necesarias con-
sultas con los interlocutores sociales en los ámbitos correspondientes sobre aquellos
aspectos que puedan incidir en la prestación de servicios públicos esenciales. Tales
caractensticas aconsejan tratar el citado proceso con un horizonte temporal superior
al año.
* La organización del trabajo debe responder adecuadamente a la satisfacción de
las necesidades de los ciudadanos, y facilitar la comunicación de la Administración
con los mismos.
* A fin de satisfacer de manera ágil, eficaz y eficiente las demandas de la sociedad
en relación con los servicios públicos de la Administración, las partes se comprome-
ten a mejorar la calidad de aquéllos y a implantar indicadores de gestión en los di-
versos departamentos y organismos.»
Acuerdo Administración-Sindicatos para modernizar la Administración y mejorar
las condiciones de trabajo, firmado en Madrid el 16 de noviembre de 1991, entre el
Ministro de Administraciones Públicas y los representantes de UGT, CC.OO., CSI-
CSIF y ELA-STV. Apartados 5,8 y 9 de la Introducción.
II. LA FUNCIÓN GERENCIAL
2.1. La gestión pública
Desde los modelos...
El management no es sólo un proceso de ejecución de políticas separado de su for-
mulación: la eficacia del management público exige unos nexos de unión fuertes entre
la formulación de políticas y su implantación... No es sólo un proceso intraorganiza-
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cional, significa el responsabilizarse por el funcionamiento del sistema y, en el ma-
nagement público, en la mayoría de casos, los sistemas son interorganizacionales...
La eficacia depende del management global, incluyendo las relaciones entre las or-
ganizaciones que componen el sistema, y no únicamente del ajuste riguroso de los
sistemas internos... El management público exige la innovación e ideas nuevas más
que una continua dependencia con respecto a las prácticas establecidas y a los mo-
delos del sector privado. Se necesita una serie de modelos de management que refle-
jen las circunstancias de las Administraciones (ministerios dice el autor) y las
necesidades de los programas.»
Les METCALFE y Sue RICHARDS en La modernización de la gestión pública (pág. 314).
...se ha definido el concepto de gestión sobre el modelo burocrático webe-
riano, caracterizándolo, como función estrictamente ejecutiva de las decisiones
políticas, en un proceso intraorganizacional, sometido a un sistema de control
jerárquico y ordenado en base a principios generales que objetivan las técnicas
de gestión, adoptándose por todas las organizaciones. Éste es el modelo que
nosotros conocemos y, que en nuestro marco jurídico se ha materializado en el
principio de legalidad, que incide sobre la actuación de las Administraciones
de acuerdo con el desarrollo y ejecución de las leyes; en el concepto de compe-
tencia administrativa, que limita la actuación de la Administración al alcance
de los objetivos que le resultan propios y excluyentes; en el principio de jerar-
quía normativa y, en el control de legalidad de la actuación administrativa', en
el estatuto común de la función pública o el régimen general de la organiza-
ción y el procedimiento administrativo.
Pero ante este modelo, se contrapone el modelo organizativo gerencial, que
a partir de la definición de la gestión pública como la de tomar la responsabili-
dad por la acción del sistema, implica que se hagan las cosas mediante otras
organizaciones (METCALFE y RICHARDS, obra citada, págs. 68 y 69). Se parte de
la gestión pública como un proceso político (que afecta a la distribución de
poder entre organizaciones y en el seno de las organizaciones), que abarca a
la pluralidad de organizaciones actuantes y, que se deriva de la incertidumbre
en torno a los resultados de las soluciones propuestas y de la necesidad de
aprender constantemente de la experiencia 4. Es cierto que los dos modelos son
válidos y pueden coexistir, según la naturaleza del servicio público (para todo
el sistema de recaudación fiscal, es perfectamente válido el primer modelo),
pero, de la adaptabilidad a las condiciones y resultados de los servicios, podre-
mos observar que la gestión de políticas públicas no siempre es un proceso
ejecutivo mecánico (como ya apuntaba H. SIMÓN en 1957), puesto que en la
K. ETXEBARRÍA ARIZNABARRETA en «El cambio y la gestión del cambio en la Administración Pública
—Cambio planificado vs. Inercia administrativa—», en la obra colectiva Modernización administrati-
va, Instituto Vasco de Administración Pública, Oñati, 1989, realiza una explicación más detallada, rela-
cionando las diferentes posturas doctrinales en materia de gestión.
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práctica de numerosas políticas públicas, la ejecución se hace inseparable de la
elaboración, y ello se ve claro en aquéllas en que la ejecución comporta un am-
plio margen de discrecionalidad. Por otro lado, la gestión pública se configura
cada vez más como un proceso interorganizacional, donde intervienen organi-
zaciones públicas y privadas (en este sentido METCALFE y RICHARDS, 1987).
Proceso que impide el control jerárquico, y comporta que las organizaciones
no subordinadas jerárquicamente recurran a fórmulas de influencia y persua-
sión que harán de la gestión un proceso de negociación permanente (así se ex-
presaba INGRAM en 1977). También, se tiende a especializar y profesionalizar
cada vez más las organizaciones, y en este caso, las relaciones no pueden ba-
sarse en la autoridad, sino que lo deben hacer en el conocimiento y la expe-
riencia. Por último, frente a los principios universales de gestión, se afirman
las teorías de contingencia que defienden la adaptación organizacional a las
condiciones de su entorno singular (LAWRENCE y LORSCH, 1967). En esta línea
encajan las políticas que buscan en fórmulas de personificación privada, la
prestación de servicios, llevando a cabo lo que se ha dado en conocer la huida
del Derecho administrativo.
La Administración Pública no puede dejar de entenderse como un poder, tiene
potestades, prerrogativas, un marco muy definido que monopoliza en base al inte-
rés público, materializando perfectamente los principios social y democrático del
Estado de Derecho, siendo su misión la prestación de servicios. Servicios que
presta a un ciudadano-persona jurídica/cliente, con derechos a proteger y la posibi-
lidad de una participación activa en la propia definición y gestión de los mismos.
En este entorno el modelo de gestión pública que apliquemos debe permitir
la definición de estrategias organizativas para prestar dichos servicios, orien-
tándose hacia el resultado final de la actividad y no hacia las garantías proce-
dimentales (si bien que éstas serán un instrumento, no el fin, para proteger el
principio de igualdad y no discriminación), de esta forma se podrá medir y
evaluar el servicio producido y la satisfacción del cliente/ciudadano-persona
jurídica sobre los resultados. Ello requiere la implicación de los productores
del servicio (los empleados públicos), que deben pasar a ser parte responsable
en la creación de los mismos, para tomar conciencia de que son co-producto-
res, en una situación interrelacional con otras unidades administrativas, o ges-
tores con otras organizaciones o con los receptores-usuarios. En este entorno
los productores se deben caracterizar por una adaptabilidad permanente, para
ajustarse a la diversificación y aumento de las demandas sociales, e implementar
el grado de satisfacción del usuario, mediante la creación de la calidad en el
servicio como valor de la organización.
Este modelo de gestión, debe comportar una redistribución estructural in-
terna de la Administración, diferenciando tres círculos organizativos, uno in-
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temo en el que se encontrarán las unidades y servicios que se prestan intraor-
ganizativamente; uno externo, en el que se encontrarán las unidades y servicios
que se interrelacionan con el exterior (clientes/ciudadanos-organizaciones) y,
una tangente, que uniría los dos círculos, y en la que se encontrarían las unida-
des o servicios a los que se les encomiendan funciones de control y garantías.
En cuanto al proceso de trabajo interno de la organización, la prestación de ser-
vicios exige procesos flexibles, creativos e innovadores', y, en buena medida,
un trabajo en equipo o cooperacional, que, sobre la base de la responsabilidad,
permita, mediante las correspondientes delegaciones, que en todos los niveles
se puedan tomar decisiones, con un grado elevado de autonomía, lo que com-
portará la formación constante, para mantener un alto grado de cualificación
por los empleados, en sus diferentes niveles, para conseguir, mediante la adhe-
sión, la cohesión de las diferentes unidades o servicios, sobre unos objetivos
comunes, correspondientes a las políticas públicas establecidas.
En este sentido se manifiesta el «Informe Abril», como se denomina al in-
forme redactado por la Comisión de Análisis y Valoración del Sistema Nacio-
nal de Salud español 5, requiriendo para las organizaciones públicas la
previsión de mecanismos que consigan incorporar el mayor grado de respon-
sabilidad a los gestores del sistema, con el fin de alcanzar una mayor eficacia
en el uso de los recursos humanos y materiales dentro de un marco de autono-
mía responsable: responsabilidad, eficiencia, autonomía; la creación de las
bases para que el sistema pueda funcionar con mayor satisfacción subjetiva de
los usuarios de los servicios; la promoción de una conciencia de coste, tanto
para el profesional público, como para el ciudadano; la creación de estructu-
ras capaces de ajustarse flexible y autónomamente en su gasto, a las autoriza-
ciones presupuestarias; la obtención de un mayor grado de participación
activa en la vinculación al proyecto y motivación del personal.
Para finalizar habría que añadir que, en los últimos años, la mayoría de paí-
ses occidentales han puesto en marcha ambiciosas propuestas para transfor-
mar sus sistemas administrativos (estrategia de eficiencia en Reino Unido,
renovación del sector público en Francia y Suecia, desburocratización en Ale-
mania, descentralización en Holanda, restauración administrativa en Dinamar-
ca...) sobre políticas de modernización administrativa, que comportan una
nueva forma de concebir la Administración. Las medidas en que ello se ha
concretado se han basado en diferentes actuaciones, como la descentralización
de las funciones ejecutivas en las unidades de gestión; la divisionalización de
las funciones ejecutivas en entidades autónomas (agencias, entes instrumenta-
Citado por Francisco LONGO en «Nuevos modelos de gestión en la Administración local» (pdg. 27),
trabajo incluido en el libro Nueva Gestión local. Modernización municipal en Alcobendas (I). Editorial
Popular, Madrid, 1993.
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les); la introducción de sistemas de dirección por objetivos; la utilización de
los presupuestos como instrumentos de gestión; el desarrollo de sistemas de
planificación y control de gestión; la evaluación individualizada del rendi-
miento y estímulo económico de la productividad; la modificación de esque-
mas clásicos de responsabilidad política, asumiendo la legitimidad de las
funciones de gestión; el establecimiento de cauces de cooperación entre el
conjunto de entidades públicas y privadas definidoras y ejecutoras de políticas
públicas; promoción del cambio de valores dominantes en la organización,
sustituyendo la cultura burocrática por otra basada en la responsabilidad de
los productores de servicios; establecimiento de sistemas de evaluación de
programas y políticas públicas, en entornos de mejora continua con instru-
mentos de control de gestión6. Pero entre estas actuaciones, cada vez más pre-
sentes en el modelo de gestión pública gerencial predominante en el entorno
socio-político occidental, se encuentra a faltar, de una forma generalizada, la
orientación hacia la calidad en la prestación de servicios, mediante un alto
grado de satisfacción de las necesidades de la sociedad, la cual sena, actual-
mente, la asignatura pendiente.
Desde las técnicas de gestión...
«Cada época tiene sus problemas y plantea los instrumentos para hacerles frente».
Joan PRATS, en Govern i Administrado a les grans ciutats, 1987.
El mercado, esa fuerza oculta que todo lo mueve ha sido motor, en la ges-
tión empresarial privada, de un constante desarrollo de técnicas de gestión, en
absoluto homogéneas para los diferentes sectores económicos o sociedades, en
una constante tendencia a la diversificación de técnicas. Ello ha conllevado una
literatura abundantísima, principalmente de origen anglosajón y una gran proli-
feración de Escuelas de negocios, donde se analizan las experiencias, sobre las
técnicas del caso, y se difunden con gran rapidez entre ejecutivos ávidos de so-
luciones mágicas que les permitan mejorar la posición de su empresa en el
mercado (espacio de intercambio económico donde se interaccionan sujetos
sobre el equilibrio/desequilibrio de la oferta y la demanda), así como su com-
petitividad y resultados. Esta fuerza oculta requiere de las empresas que identi-
fiquen o seleccionen los mercados o segmentos de mercado que les ofrecen
mayor potencial de beneficios; que puedan satisfacer las demandas y preferen-
cias de los clientes que forman parte del mercado al que se dirigen, proporcio-
nándoles bienes y servicios que para el cliente tengan valor; que diferencien su
Para un estudio más pormenorizado de la evolución del proceso de modernización en Europa, ver K.
ETXEBARRÍA ARIZNABARRETA, «LOS procesos de modernización de las Administraciones públicas en Eu-
ropa» en documentos ESADE, programa en función gerencial, curso 1995-1996.
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oferta, haciéndola más atractiva que las de sus competidores, en cuanto a ca-
racterísticas, precio, e t c . ; que rentabilicen sus inversiones mediante gestión
eficiente. En caso contrario, el mercado les acabará echando. En este contexto
las técnicas de gestión empresarial se caracterizan por la primacía de la lógica
de adaptación al entorno, que comporta una adaptabilidad constante de las
condiciones internas y externas de la empresa, para responder a las demandas
de su mercado. Por otro lado, se dan en modelos de decisión racional, con un
decisor único capaz de ordenar sus preferencias, formular objetivos no contra-
dictorios, y evaluar las distintas alternativas así como la actuación presente de
la organización en base a dicho sistema integrado de objetivos (SCHARPF, 1978
y METCALFE, 1990). También existe una clara orientación hacia la cuantifica-
ción, debido a que se actúa en un contexto abundante en información tanto de
la competencia, como de la disponibilidad y coste de los distintos recursos em-
pleados, por lo que se otorga primacía al cálculo y la cuantificación. Por último,
se dan con un marcado carácter intraorganizativo, puesto que los resultados que
obtiene la empresa están en función de sus propios recursos, de sus habilidades
y del esfuerzo realizado frente a sus competidores7.
Por otra parte la gestión pública se contextualiza en un marco específico,
que se caracteriza: a) por la sustitución del mercado, como sistema de consecu-
ción de recursos, por el proceso político (elección periódica de gobernantes,
sistema fiscal obligatorio y coactivo, definición, priorización y equidistribu-
ción política de servicios y recursos, fragmentación de la autoridad, interrela-
ciones entre diferentes agentes); b) por el carácter de poderes públicos de la
Administraciones (sus objetivos están fijados por la ley, a la cual están someti-
das —entendiendo la ley como norma—, no por la organización, se les atribu-
ye autoridad, que materializan en la formulación de políticas públicas y la
regulación de la actividad privada y de las relaciones públicas, siendo su legiti-
midad constitucional, como instrumento del Estado para la consecución de sus
fines); c) por la diferente naturaleza de los procesos de creación de valor por
parte del sector público (valor que crea en la relación con la sociedad, en la ex-
ternalización de los programas de actuación o actividad a una generalidad ma-
yor a los usuarios directos, en la extensión de la capacidad protectora y
preventiva sobre la transmisión de la idea de seguridad —pública, vial, am-
biental, militar...—, en la elaboración de normas reguladoras, en el refuerzo y
protección de los derechos sociales y del interés general); d) por la dificultad
de medida del valor creado por las Administraciones (los servicios no se trans-
fieren sobre la base coste-beneficio y consecuente repercusión en un precio de
7 En este sentido y desde el enfoque de considerar las técnicas de gestión empresarial como respuesta
a las exigencias del mercado, se encuentra el estudio de Xavier MENDOZA, «Técnicas gerenciales y
modernización de la Administración Pública en España» en Revista Documentación Administrativa, n.° 223,
julio-septiembre, 1990.
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todos los costes directos e indirectos vinculados, lo que un programa o activi-
dad pública produce, se diferencia de su resultado en que el valor lo aporta la
percepción social sobre la respuesta a la necesidad creada).
Al no existir un desarrollo de técnicas de gestión pública, lo que se hace es
adaptar a la especificidad pública las técnicas de gestión empresarial. Dichas
técnicas, a cuyo estudio nos remitimos en cualquier manual de gestión empre-
sarial, las podríamos estructurar de la siguiente forma8:
• Técnicas de dirección global de la organización. Se caracterizan por
considerar la organización en su conjunto sobre la base de la perspecti-
va operativa (sobre rendimiento global de la organización) y la pers-
pectiva estratégica (que favorecerá la anticipación y adaptación a los
cambios del entorno).
• Técnicas específicas de apoyo al ciclo de gestión de los objetivos orga-
nizativos globales (planificación-ejecución-control).
• Técnicas de desarrollo de habilidades directivas. Recogen la evolución
existente desde la capacitación para la función directiva, hacia la capa-
citación del liderazgo del cambio organizativo.
2.2. El perfil del directivo
En primer lugar, no podemos obviar plantearnos qué es dirigir e irremedia-
blemente nos viene una definición funcional, caracterizada por la integración
de conceptos que se encontrarían en el ámbito de la autoridad suficiente, como
planificar, organizar, decidir, coordinar, controlar en el proceso, evaluar re-
sultados, priorizar, comunicar (motivar, corresponsabilizar), monitorizar (de-
finir estrategias globales, objetivos, políticas), mandar y conceptos que se
encontrarían en el ámbito de la responsabilidad, del conocimiento de la mate-
ria, como resolver problemas, formar, liderar, negociar, representar, obser-
var. Pero las investigaciones realizadas (como la de H. MINTZBERG en Canadá,
citada por J. PRATS, en obra referenciada), revelan que las grandes funciones
definidoras de la dirección pública son la relación interpersonal, el manejo de
información y la de decidir, siendo las anteriores un aspecto menor de su labor.
Por otro lado, John COTTER, en un estudio de la Universidad de Harvard sobre
gerentes públicos americanos, determina que lo básico en su eficiencia es la
Xavier MENDOZA, en obra referida en nota anterior, realiza, en las págs. 282 y ss., un estudio muy
interesante sobre la idoneidad del diseño de las técnicas gerenciales para dar respuesta a los problemas
de gestión de las organizaciones públicas.
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capacidad para llenar la agenda de decisiones, discernir lo que son los temas
estratégicos y la capacidad de construir la red de contactos internos y externos
que hace viable la implementación de las decisiones, mediante una comunica-
ción continuada con una amplia red de interlocutores de dentro y fuera de la
organización para la definición de la agenda y negociación de contactos.
Pero estos estudios se olvidan de un factor importantísimo del directivo,
que es su propia percepción de considerarse como tal, y no como un técnico o
gestor. En este trabajo al gerente se le conceptúa como directivo, porque se en-
tiende como tal a quien en las Administraciones desempeñan cargos u ocupan
puestos de carácter ejecutivo, asumiendo la dirección de los procesos a través
de los cuales se ponen en práctica las políticas y se producen los servicios pú-
blicos, situados al frente de unidades o entes específicos e investidos de autori-
dad jerárquica y respondiendo e interactuando junto al nivel político, de parcelas
concretas de la actuación administrativa 9. La función gerencial exige un di-
rectivo profesional, que vaya más allá de lo que sería un simple administrador
de recursos (financieros, jurídicos, de personal, organizativos...), o un simple
gestor con funciones ejecutivas sobre las políticas públicas (como lo caracteri-
za B. KLIKSBERG en La gerencia pública necesaria, 1985).
Se requiere un emprendedor en un marco de gestión relacional:
• Que participe activamente en la definición e implantación de políticas
públicas, desde el asesoramiento, la formulación, la ejecución y la inte-
gración.
• Que facilite estrategias de cohesión e interrelación entre los diferentes
agentes que interactúan en el ámbito de la gestión pública, en un con-
texto político, legal, social, tecnológico y financiero.
• Que detecte los cambios en el entorno para que mediante la prospectiva
y los planes estratégicos se puedan modificar las políticas públicas, fa-
cilitadoras de la adaptación de la organización a un entorno en constan-
te cambio.
• Que sepa manejar situaciones dinámicas inciertas y con demasiada fre-
cuencia ambiguas.
9 Definición dada por Francisco LONGO, siguiendo a H. MINTZBERG en «Políticos, Directivos y Sindi-
catos como actores de la gestión de recursos humanos en las Administraciones públicas» en separata
Papers ESADE, n.° 148, julio, 1996, pág. 5.
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• Que sepa trabajar en equipo consiguiendo el máximo rendimiento y sa-
tisfacción de las personas y los grupos.
• Que gestione eficientemente y consiga atraer recursos externos (finan-
cieros y prestacionales —mediante la gestión por voluntariado u otras
organizaciones—) para lograr los objetivos y políticas públicas.
En este marco, el perfil del directivo aparece caracterizado por su orienta-
ción a la acción y a la consecución de resultados, su capacidad de interlocu-
ción con el nivel político, su capacidad de iniciativa y de asunción de riesgos,
por saber negociar y dirigir equipos humanos, y se concreta en la cualificación
y competencia que las organizaciones públicas requieren de él en relación a sus
conocimientos, habilidades y conductas.
Pero, este perfil es difícil de encontrar y, en todo caso requiere de una for-
mación permanente, la cual, en la actualidad, no se encuentra en la oferta de
ninguna escuela de negocios o de administración pública. Con lo cual, se pue-
de afirmar que es un perfil de desarrollo continuo, sobre la base, ya apuntada
anteriormente, de la percepción que tenga el directivo de sí mismo, y por otro
lado de la apuesta de los gobernantes políticos en que ello se lleve a cabo.
Pero, no se puede olvidar que el directivo lo será, más por su talante, aptitu-
des, empatia y capacidad de interrelacionarse, que por la formación que haya
recibido, y, ese know how personal sólo se puede conocer percibiéndose a par-
tir de la experiencia práctica en la gestión de la incertidumbre, que caracteriza
la gestión pública. Cuantas Administraciones envían a sus técnicos y gestores,
a programas MBA o gerenciales, para que luego sigan gestionando como ad-
ministradores de recursos en modelos burocratizados, sin que sepan aportar cri-
terios de mejora y modernización, presuntamente aprendidos. Los responsables
políticos no deben temer buscar su máximo/s directivo/s allá donde se encuen-
tren, sea dentro o fuera de la organización, y mantener una estrategia deforma-
ción adecuada, independientemente del coste que ello comporte, lo importante
es que crean en el perfil aquí apuntado y apuesten por el consecuente cambio
organizativo implantando un modelo gerencial de gestión, de otra forma sólo
construirán edificios de barro que, antes o después, el entorno acabará de-
rrumbando. Y ello es así, porque no existe una racionalidad teórica de la or-
ganización, sino una capacidad de sus dirigentes para manejar situaciones de
incertidumbre.
«El gerente es un politécnico, requiere de la confianza del responsable político y ha
de sintonizar con el programa político. Es el hombre/mujer del cómo, mientras que
el político lo es del qué. Su reto está en no colisionar en la suma de esfuerzos, evi-
tando el solapamiento» (Josep M.a Procházka, gerente distrito de ciutat vella. Barce-
lona, febrero 1997).
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Respecto al político, no existe una separación funcional clara, ya que es
consustancial al perfil de directivo que aquí apuntamos, no su identificación
política con el gobernante, sino la capacidad de gestionar de forma fluida la
comunicación entre ambos niveles. El directivo público estará implicado en
una estrecha relación con el respectivo entorno político, del que recibe su auto-
ridad, en la medida en que participa en la definición y ejecución de políticas
públicas, para dar respuestas a las demandas sociales y rentabilizar los recursos
públicos, por el hecho de gestionar el entorno en el cual se desarrollan esas po-
líticas, y en tanto en cuanto es reponsable de evaluar y analizar los programas
que gestiona.
«Cuanto más rica, compleja e interdependiente se hace una sociedad, mayor es la
necesidad de acción de los poderes públicos y más insufrible y costosa resulta la in-
competencia de los agentes públicos. Que nadie se engañe: la necesidad de Admi-
nistración Pública va a más; pero la Administración burocrática va a menos. Lo que
necesitamos no es más Administración de la que tenemos, sino más Administración
capaz de prever el desarrollo, las necesidades públicas, estimular a los agentes pri-
vados, concertarlos, disciplinarlos, motivar y responsabilizar al personal, crear am-
bientes cooperativos de trabajo, desarrollar relaciones interadministrativas positivas,
cuidar la eficiencia de los servicios, orientarse ante todo hacia la satisfacción al ciu-
dadano y producir el mínimo normativo necesario dirigido a encauzar y disciplinar,
pero no a bloquear los comportamientos sociales. Se trata, en síntesis, de hacer evo-
lucionar el modelo organizativo burocrático de las Administraciones públicas hacia
el modelo de organización gerencial, que es el único que puede dar respuesta a la
"crisis del Estado" y realizar los valores constitucionales del Estado social y demo-
crático de Derecho.»
Joan PRATS, en La formación para la Administración local en los 90, 1989.
III. EL GERENTE MUNICIPAL
«El gerente municipal nace como resultado de la inadecuación administrativa a las
nuevas necesidades y por una necesidad de especialización en la gestión que no po-
seen los políticos. Se pretende que asegure el funcionamiento organizativo, adaptán-
dolo a las nuevas tendencias y a las necesidades de los servicios, mediante una
coordinación eficaz de los mismos. Para ello debe disponer de gran autonomía en la
definición de las funciones internas del Ayuntamiento, participando en la definición
de las políticas públicas, por lo que deben formar parte del equipo directivo del go-
bierno municipal, identificándose con su proyecto de ciudad y vertebrando el que la
organización actúe de acuerdo con los objetivos establecidos.»
Jaume Bosch, Vicepresidente primero de la Diputación de Barcelona. Febrero de
1997.
417
REALA 274-275 (MAYO-DICIEMBRE. 1997)
3.1. Introducción
Aunque hablar de gerente en el ámbito municipal nos parezca una novedad
revolucionaria, ante la cual suelen surgir resistencias inmediatas, tanto desde
los responsables políticos como desde las estructuras orgánicas de los Ayunta-
mientos, el Estatuto municipal de 1924 (promulgado el 8 de marzo, con rango
de Ley) aprobado en la Dictadura de Primo de Rivera, y que en muchos de sus
aspectos era ciertamente avanzado y hasta progresista, ya preveía la posibilidad
de establecer en Municipios de determinada entidad, el sistema de gobierno
municipal por Comisión o por Gerente. Es importante recoger la justificación
que sobre este hecho se hacía en la Exposición de Motivos, donde se decía que
«el Gerente representa el máximo avance a la ardua empresa de cohonestar la
democracia con la eficacia, y parte de la base de que cualquier Municipio
constituye un negocio, el mejor negocio para el pueblo si recibe una buena ad-
ministración, por lo que su gestión no debe diferir de la que mercantilmente
tengan los negocios privados». En el gobierno municipal por Gerente, éste era
designado libremente por el Ayuntamiento (formado por Concejales electos de
representación corporativa) y asumía plenos poderes en la gestión de los servi-
cios de interés comunal, manteniendo la Corporación un Alcalde-Presidente, al
mero efecto de dirigir las sesiones municipales (art. 146). Los requisitos para
implantar esta figura eran que el municipio tuviera más de 50.000 habitantes, o
cuyo presupuesto de gastos excediera de las 50 pesetas anuales por habitante,
que se acordara previa propuesta del vecindario mediante referéndum y que lo
aprobara el Gobierno de la nación (art. 144).
En nuestra historia reciente, aparecen instituidos los principales funciona-
rios locales con la creación de los denominados cuerpos nacionales de Admi-
nistración local, modelados en el Estatuto municipal promulgado en la
Dictadura del general Primo de Rivera y en su Reglamento de 23 de agosto de
1924 (en el cual se acababa de definir funcionalmente una figura que ya exis-
tía, rodeándose el cargo de garantías y responsabilidades que le daban una gran
autonomía). Dicho marco normativo se motivó en su origen, en la extensión
del control del Estado al nivel administrativo local, control que a partir de la
Dictadura del general Franco se completaba con el nombramiento de los Alcal-
des, a través del Gobernador civil (actuando como sus Delegados), y con los
Servicios de Inspección. Por otro lado, y con el tiempo, se pretendió, asimismo,
una mayor independencia en el ejercicio de las funciones profesionales, defi-
niéndose normativamente un perfil de funcionarios preparados para tareas es-
trictamente burocráticas y capaces de cumplir con una legalidad estrictamente
formal. Su capacitación era esencialmente jurídica, funcionando con criterios
ajustados únicamente a esa racionalidad. En esta configuración se hizo prevale-
cer una figura, como máximo directivo municipal, que era la del Secretario Ge-
neral. El Decreto de 30 de mayo de 1952 les otorgaba el carácter de miembros
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de la Corporación, pudiendo asistir a todas las sesiones con voz, e intervenir
con criterios de oportunidad y argumentos metajurídicos. Asimismo, ejercían
la jefatura directa del personal de la Corporación y la dirección inmediata de
los servicios públicos (a partir del Texto refundido de régimen local de 1955),
no siendo hasta el Texto articulado parcial de 1977, que no se limitan sus fun-
ciones al preverse que las mismas las realizarán «bajo la superior autoridad del
Presidente de la Corporación». Y así se mantiene esta situación hasta la Ley de
Bases de 1985 y el Texto refundido de 1986, que derogan toda la normativa
anterior, y atribuyen al Alcalde la jefatura superior de todo el personal, facul-
tad que puede delegar. Pero no diciéndose nada de la jefatura directa, que se
puede atribuir por desconcentración, con capacidad de dictar actos administra-
tivos. La historia de la Administración municipal, hasta época muy reciente, y
salvo excepciones, sólo ha conocido una organización burocrática organizada
según el modelo weberiano, ya explicado en su momento, es decir, orientada
hacia el procedimiento y el cumplimiento de la legalidad, y estructurada sobre
la Secretaría General y la Intervención General, pasando a desempeñar un pa-
pel más importante la primera, hasta finales de los ochenta, en que las necesi-
dades financieras han hecho ir prevaleciendo a la segunda.
Pero no sólo han jugado un papel básico en la estructuración de las organi-
zaciones locales, sino que también lo han tenido y, en buena medida lo siguen
teniendo, en las decisiones que adoptan los responsables políticos (miembros
corporativos), a través de los correspondientes órganos. Para ello, fue inicial-
mente determinante la función de «advertencia de ilegalidad» —hoy ya desdi-
bujada en los informes preceptivos en determinadas materias—, la posibilidad
de solicitar la intervención en determinados órganos —cuando sea dudosa la
legalidad de los acuerdos a adoptar—, y la fiscalización económico-financiera
—en aspectos formales—. El modelo de burocracia weberiana comporta que
estos altos técnicos, sin sentirse directivos, con una gran movilidad que afecta
críticamente a las Corporaciones, y sin estar legitimados más que por una opo-
sición que da derecho al cargo, complemento de destino y a las funciones atri-
buidas legalmente (cosa que no ocurre prácticamente en ningún otro cuerpo,
sea de la Administración que sea), tienen la posibilidad de condicionar enor-
memente la definición de las políticas públicas. Y ello ocurre cuando ocupan
una posición de neutralidad (concepto que no tiene implicación política, sino
organizacional, en cuanto a la obligación de la Administración de conseguir los
objetivos establecidos sobre la base del principio de legalidad y como garantes
de esa legalidad jurídica y presupuestaria), respecto al establecimiento como a
la ejecución de esas políticas públicas, neutralidad que, en cambio, no puede
tener el resto de personal. Es de destacar que la Administración General del
Estado y la de las Comunidades Autónomas están estructuradas sobre la base
de directivos que pertenecen a cuerpos generalistas o, a partir de un determina-
do nivel, son políticos, reservando la función interventora y de control de lega-
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lidad a los procesos de desarrollo de la actividad administrativa, pero no a los
procesos decisores de políticas. Así, en el Estado, el Cuerpo Superior de Adminis-
tradores Civiles ocupa los cargos directivos hasta Director General y los políticos,
los superiores a partir de ese nivel, reservando a los Cuerpos de Abogados del Es-
tado e Interventores de Hacienda, los cargos asesores y fiscalizadores, preceptivos
o no, pero con funciones que se llevan a cabo una vez ya decididas las políticas
públicas correspondientes. Lo mismo suele ocurrir en las Administraciones auto-
nómicas (en Cataluña el nivel político comienza a partir de Director General).
Con este planteamiento no digo que no deban existir estos cuerpos en la
Administración local, que en algunas pueden ser necesarios y, en otras, se pue-
den cubrir con un asesoramiento externo, cuyos costes siempre serán inferio-
res, sino que se reconsidere la propia figura y sus funciones, la incardinación
orgánica que les corresponda, así como su configuración en la organización,
que en estos modelos de burocracia maquinal sería como tecnoestructura. Lo
que se postula es que sea cada Corporación la que decida, mediante las técnicas
correspondientes de provisión de puestos, y las correspondientes aprobaciones
de plantilla y relación de puestos de trabajo, aquellos puestos que se cataloga-
rán de directivos. Ello comportará que en una gran mayoría de Ayuntamientos,
sobre todo medianos y pequeños, sin personal suficientemente cualificado y
condicionados por los costes que el mantenimiento obligatorio de estos cuer-
pos conlleva o por la propia cualificación de quienes los ocupan, se hará recaer
en ellos el nombramiento como personal directivo, con las funciones corres-
pondientes, la implicación en la definición de políticas públicas y la formación
gerencial necesaria correspondiente al perfil del directivo (en la cual deben
participar activamente otras Administraciones, como los Consejos comarcales,
las Diputaciones, las Comunidades Autónomas y el propio Estado) y, sin que
ello se contradiga en absoluto, con el mantenimiento de sus funciones legales
(este modelo, que luego se verá, se da en Alemania). Pero, en todo caso, habrá
sido la decisión libre de los responsables democráticos de la organización la
que se habrá llevado a cabo, decisión que ha de poder comportar también la de
su remoción, manteniendo el puesto inicial o el que le correspondiera en la re-
lación de puestos, como ocurre en cualquier Administración en la que se dife-
rencia el puesto de trabajo del cuerpo de referencia. Y, si no creemos en ello,
pondremos un lastre importantísimo a la consecución de los propios fines de
la Administración, de acuerdo con lo explicado en anteriores capítulos. Es cierto
que la doctrina administrativista parte de una desconfianza absoluta hacia una Ad-
ministración local que se considera inferior, y no mayor de edad e igual en un ám-
bito competencial diferente, clamando contra un hipotético y constante ataque a la
legalidad que se dará si no se la controla. En realidad la desconfianza es hacia la
clase política, presuponiendo que siempre hará un uso arbitrario del poder. Por
eso se defienden estos cuerpos, como último resorte antes del reconocimiento
de autonomía y garantía institucional de estos entes, y no existe una receptividad
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suficiente a la implantación de modelos gerenciales. (Como exponente de esta
desconfianza, véase MORELL OCAÑA, en El sistema de confianza política en la
Administración Pública).
Pero existe una realidad, que la mayoría de funcionarios pertenecientes a
estos cuerpos, negocian directamente con los Alcaldes su movilidad y retribu-
ción, al margen de las establecidas en los cauces representativos normales para
el resto del personal, actúan como máximos directivos, sin sentimiento de per-
tenencia a la organización, disponen de controles importantes que pueden afec-
tar la actuación municipal (la firma, informe preceptivo, control institucional
—bajo el paraguas de únicos intérpretes de la legalidad jurídica o presupuesta-
ria— en un ámbito en el que el juego político se caracteriza por su gran enfren-
tamiento e instrumentalización del personal) y disponen de privilegios que no
existen para el resto del personal (si son nombrados por libre designación —se-
gún la regulación dada en la Ley 10/1993, de 21 de abril, que reforma el art. 99
de la Ley de bases— y se les cesa, se les mantendrá un puesto de trabajo co-
rrespondiente a su categoría en esa Corporación, cosa que no ocurre con el res-
to de personal directivo, que ni es considerado funcionario, sino eventual, ni se
le mantiene otro puesto; por otro lado, de ellos depende el que se quieran ir o
no; el sistema disciplinario les es mucho más favorable que para el resto de
personal, ya que también interviene la Administración del Estado...). Y su úni-
ca legitimidad es haber superado una oposición memorística y el correspon-
diente curso, donde se les ha exigido una capacitación esencialmente jurídica y
procedimentalista, que sólo tiene que ver con una parte de las funciones que
desarrollarán, y que en la mayoría de casos no difiere de la misma que se ha
exigido a los cuerpos superiores propios de la Administración local.
Como excepción, a esta situación histórica, se encuentra la figura de los
Delegados de servicios, que aparece regulada en las Leyes especiales de Barce-
lona (art. 9 del Decreto 1166/1960, de 23 de mayo) y Madrid en 1960, como co-
laboradores del Alcalde, realizando una misión complementaria, para la que
pueden recibir delegaciones y, siendo ellos y no los miembros corporativos los que
desempeñan las funciones de jefatura inmediata de una división de servicios. Di-
chos Delegados formaban parte de la Comisión municipal ejecutiva (órgano de
gobierno con competencias administrativas importantísimas en todas las materias),
conjuntamente con los Tenientes de Alcalde y los concejales nombrados al efecto,
con voz y voto. Asimismo, podían asistir al Consejo pleno, con voz, pero sin voto.
Esta figura se generaliza en la Ley de Bases de 1975 y el Texto articulado de 1977,
denominándoseles Directores de servicios, pero perdiendo las funciones politécni-
cas de estas leyes especiales, pudiéndoseles nombrar en cualquier Ayuntamiento,
cuando la complejidad de los servicios propios de la competencia municipal así
lo aconsejara. Con esta figura se residenciaba en la Corporación la competen-
cia de nombrar a su personal directivo, pero se mantenía la estructura de los
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cuerpos de habilitación nacional. Ello se mantiene hasta el Texto refundido de
1986, que pasa a hablar de personal eventual para ocupar puestos de trabajo di-
rectivo, siempre que esos puestos, que se podrán denominar como cada Adminis-
tración decida, estén incluidos en sus relaciones de puestos de trabajo.
Es muy importante que la Administración local sepa realizar sus expedien-
tes y conozca y aplique la legalidad procedimental y presupuestaria, pero es mu-
cho más importante, por su carácter prestacional e instrumental, como
Administración más próxima al ciudadano, que preste bien sus servicios, con-
siguiendo la satisfacción de los ciudadanos/clientes; que gestione bien sus re-
cursos económicos, para que no disponga de la presión fiscal como único o
principal medio financiero; que racionalice sus estructuras, para no condicio-
nar su futuro; que implique a su personal, para conseguir una mejor aplicación
de las políticas públicas..., y para ello, necesita tener directivos, profesionali-
zarlos e implantar modelos defunción gerencial.
3.2. El gerente local a nivel comparado
Esta figura se ha gestado de forma diferente a lo largo del tiempo. En los
años 50 y 60 los grandes focos de atención en las Administraciones locales se
centraban en la planificación y la programación del desarrollo urbano a largo
plazo, concretándose en nuestro entorno más inmediato, en la ordenación urba-
nística supramunicipal, la programación de servicios y el fortalecimiento de la ca-
pacidad ejecutiva municipal. A partir de los 80, la focalización se desplaza
hacia la contención presupuestaria, derivada de la#s constricciones financieras,
y hacia el incrementalismo prestacional, en un entorno revolucionado per las
nuevas tecnologías. De un estudio realizado sobre las ciudades de Colonia (Ale-
mania), París (Francia), Londres y Birmingham (Gran Bretaña) y Nueva York y
Boston (EE.UU.)10, se destacan diferencias importantes respecto a los modelos
organizativos sobre los que se asienta nuestra realidad. Los Consejos munici-
pales (plenos) suelen tener un número de miembros superior, se reúnen con
más frecuencia, estructurándose por comisiones permanentes que asumen la
obligación de debatir, formular y hacer el seguimiento de un área concreta
de la política de la ciudad. Los Consejeros o Concejales se dedican a la defi-
nición y seguimiento de las políticas y el mantenimiento de las relaciones con
los ciudadanos, no asumiendo responsabilidades ejecutivas, ni siendo los di-
rectores ejecutivos de las políticas, funciones que corresponden a personal
técnico, que suele ser de confianza política del grupo mayoritario.
Govern i Administrado a les grans ciutats (Documents de Treball per a la Carta Municipal). Edita
Ayuntamiento de Barcelona, 1987. Autores Miquel BOTELLA, Montserrat VENDRELL, Montserrat CUCHI-
LLO y Joan PRATS.
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En Colonia, al frente de la estructura profesional se encuentra un gerente,
elegido por el Consejo Municipal, que asume la función de jefe de la Adminis-
tración municipal, funcionario temporal nombrado para un período de 8 años,
y que puede reelegirse. Sus funciones son las de dirección ejecutiva de la Ad-
ministración y la de Secretario General (que prepara los acuerdos y resolucio-
nes del Consejo municipal y de las Comisiones, encargándose de su ejecución),
con la posibilidad de formular advertencias de ilegalidad, con efecto dilatorio. Por
otro lado, los órganos de gobierno le pueden delegar competencias. Junto a él,
existen los Directores de Área funcional, también nombrados por el Consejo como
funcionarios temporales. Con el gerente forman el vértice de la Administración
municipal ejecutiva, que se supone técnico y neutral respecto a los partidos repre-
sentados en el Consejo. En París, el modelo no difiere mucho del nuestro, el Al-
calde asume las funciones ejecutivas, si bien la dirección ejecutiva de las áreas
centrales, funcionales o sectoriales no se atribuyen a los Concejales o Alcaldes ad-
juntos, sino a técnicos nombrados por él, que suelen pertenecer a Cuerpos funcio-
nariales. En Gran Bretaña, y como modelo general en la Administración local
inglesa, también existe la figura de un gerente, denominado chief executive qfficer,
que es nombrado por el Consejo, configurándose como Jefe de la Administración
municipal, principal asesor del Consejo y del Leader del Consejo (figura que sería
similar a la del Alcalde que conocemos, correspondiendo al líder del grupo políti-
co que tiene la mayoría en el Consejo y, que es el que en última instancia confor-
ma los acuerdos referentes a la política global y vertebra las relaciones entre el
personal político y administrativo, en una relación muy estrecha con el geren-
te). Este modelo responde a un cambio reciente (Reforma 1972), que ha com-
portado la sustitución del más alto funcionario local, el Secretario municipal,
por esta figura, así como el establecimiento de un equipo de gestión dirigido
por el gerente, que al mismo tiempo actúa de equipo asesor de la Comisión
principal de, entre las que se divide el Consejo, y que asume la formulación de
la política general, así como la resolución de asuntos concretos, ya que tanto a
las Comisiones, como al Gerente, como a los Directores ejecutivos, el Consejo
les delega la mayoría de sus competencias. El reclutamiento del gerente se sue-
le hacer entre personas procedentes de las organizaciones privadas y con fom-
mación generalista. Por último, en EE.UU., se dan tres modelos de gobierno
municipal. Por una parte el que se denomina por Consejo y Alcalde. En este mo-
delo se elige separadamente al Alcalde y a los miembros del Consejo. El primero
tiene el poder ejecutivo y el segundo el normativo y el de formulación de políticas
generales. La presidencia del Consejo no tiene por qué corresponder al Alcalde.
En este modelo existen dos variantes. La primera hace referencia a la figura del
Alcalde fuerte, que se suele dar en las grandes ciudades, concentrándose en él to-
dos los poderes ejecutivos, la posibilidad de proponer reformas legislativas, la pre-
paración del Presupuesto de la ciudad y el derecho de veto sobre acuerdos del
Consejo. Nombra libremente a todos los responsables departamentales. En esta
variante suele existir la figura del gerente, chief administrative ojficer, que ac-
423
REALA 274-275 (MAYO-DICIEMBRE. 1997)
túa con poderes muy limitados, nombrado por el Alcalde y, con funciones de
coordinación o dirección administrativa. La segunda variante se conoce como
la figura del Alcalde débil, caracterizado por ser el Consejo el que controla el
Presupuesto; reducirse la competencia de nombramiento de directivos, que pa-
san a ser nombrados por el Consejo algunos, otros por el Alcalde, con control o
no del Consejo e, incluso, en algunas ciudades, eligiéndose mediante sufragio.
Esta variante se suele dar en municipios pequeños. El segundo modelo sena el
de gobierno por Comisión, en el que las funciones legislativas y ejecutivas se atri-
buyen a este órgano, formado, en la mayoría de los casos, por cinco miembros,
elegidos directamente por los ciudadanos. Los comisionados, además, son los jefes
de los principales departamentos. También existe la figura del Alcalde, elegido por
los comisionados o, directamente por sufragio, pero es un cargo protocolario. Este
modelo es inusual y ha sido muy criticado por tender hacia la despersonalización y
ausencia de responsabilidad, siendo muy ineficiente, al no existir coordinación en-
tre los diferentes Departamentos. Se adoptó por primera vez en 1900. Por último,
estaría el modelo de gobierno por Consejo y Gerente. Éste es el modelo gerencial-
profesional de gestión pública, en el que el Consejo municipal, elegido directa-
mente por los ciudadanos, tiene la función de elaborar las normas y las
políticas. Este Consejo que actúa como un Consejo de Administración, nombra
un gerente, como único responsable ante él, de las funciones ejecutivas y adminis-
trativas, con absoluta autoridad sobre los directivos administrativos. También exis-
te un Alcalde, que suele ser nombrado por el Consejo, pero sus funciones son
estrictamente protocolarias. Este modelo fue adoptado por primera vez en 1908, y
de él se predica la eficiencia administrativa, debida a la coordinación y dirección
única, y por la capacidad, homologada y reconocida profesionalmente, del ge-
rente. Este suele seleccionarse de entre miembros de la Asociación de city-mana-
gers (—gerentes locales—, que juegan un rol institucional de gran importancia,
publicando incluso una Revista sobre estos temas, y actuando como un verdadero
grupo de presión —lobby—). Las funciones que se le suelen asignar son las de
plena autoridad para el nombramiento y cese de los responsables de los departa-
mentos municipales; responsabilidad administrativa sobre el funcionamiento de los
departamentos, con capacidad normativa en régimen interior; responsabilidad
para la preparación y administración del Presupuesto municipal; responsabi-
lidad directa para la formulación de la política administrativa horizontal o gene-
ral; responsabilidad de la ejecución de los acuerdos del Consejo; responsabilidad
en el cumplimiento de la legislación, en la actuación de la administración; ase-
sorar y proponer actuaciones al Consejo sobre asuntos municipales, siendo asi-
mismo miembro del Consejo y de todas las Comisiones con voz, pero sin voto.
«...como nos decía el jefe del departamento de presupuestos de la ciudad de Nueva
York, "no hemos racionalizado la gestión en profundidad, hasta que no hemos teni-
do el agua de la crisis financiera al cuello". Es decir, la invención y experimentación
exitosa de una nueva tecnología de gestión no supone su generalización, ya que nor-
malmente será bloqueada por los intereses burocráticos, contrarios a su aplicación.
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Pero, cuando las constricciones financieras hacen inviables las estructuras y técnicas
gestoras tradicionales, entonces se hace inevitable su reforma.» (Joan PRATS, en Go-
bierno y Administración en las grandes ciudades).
Como síntesis de las diferentes experiencias a nivel comparado y, sin olvi-
dar que se refieren a grandes ciudades (si bien que los males difieren en tama-
ño, pero no en características, respecto a las ciudades medianas y pequeñas), se
podría decir que la gestión se canaliza a través de equipos gerenciales centra-
les, que además elaboran propuestas de planes y programas de alcance gene-
ral, o de relieve para el conjunto de la actividad municipal, con el soporte de
sistemas de información de gestión y los datos derivados del control de ges-
tión. Pero, la combinación de equipos gerenciales con la tendencia a fortalecer
los servicios centrales (que suelen incluir la gestión financiera, contable y de
personal, los servicios jurídicos, de contratación y patrimonio, y los sistemas
de información), comporta que lo que se centraliza es la elaboración de políti-
cas y el soporte a la gestión, descentralizándose totalmente la gestión en sí, en
los ámbitos sectoriales, tendiéndose cada vez más a prestarse los servicios,
mediante fórmulas de Agencias o entes descentralizados. Lo que actúa como
punto fuerte en estos modelos gerenciales es la comunicación entre los niveles
políticos y de gestión, su implicación y alto grado de coordinación.
3.3. Modelos organizativos
Las Administraciones locales se caracterizan, respecto al resto de Adminis-
traciones, por no tener un modelo homogéneo organizacional. Los modelos di-
fieren unos de otros, e incluso un mismo Ayuntamiento experimenta modelos
distintos. Esta inquietud se debe a diversos motivos, entre ellos, el cambio de
equipo de gobierno; las características del Alcalde, en una Administración en
que la legislación la configura con un fuerte componente presidencialista; las
modas en gestión; la presión social; la movilidad en los cuerpos de habilitación
nacional, etc. Se podría decir que existen tres modelos-tipo, el de técnicos-ad-
ministradores, el de dirección política y el gerencial, los cuales se dan en esta-
do puro o con múltiples variedades, e incluso mezclándose. En este apartado
haré una mención muy sintetizada de estos modelos, para pasar a explicar, si
bien que esquemáticamente, los modelos gerenciales existentes en los Ayunta-
mientos de Barcelona y Esplugues de Llobregat.
Modelo clásico con técnicos-administradores...
Éste es un modelo formado, no por gestores, sino por técnicos-administra-
dores, que en razón a su profesión o cuerpo asumen la dirección ejecutiva de su
ámbito, bajo la dirección del Alcalde.
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Modelo de dirección política...
Es el más generalizado en la mayoría de Ayuntamientos, se caracteriza por
la consideración del político como directivo, en base al sistema de delegacio-
nes que realice el Alcalde. Es la otra manifestación de lo que no debería ser la
gestión pública. En este modelo y, sin coherencia organizativa, sino de reparto
de poder político, se estructura la organización, sin que exista una cohesión in-
traorganizativa, ni la participación y ejecución de las políticas públicas sobre la
base de un proyecto común, lo cual se acentúa todavía más cuando existe un
gobierno compuesto por más de una formación política. Los departamentos ac-
túan como reinos de taifas, con autonomía propia y en tensión constante para
hacer prevalecer sus propios fines a los de otros departamentos o el conjunto
de la organización. La fuerza del departamento depende del poder que tenga el
político ya sea en su partido o en la organización y se manifiesta en la dotación
de recursos materiales y humanos, y la aprobación de las partidas presupuesta-
rias que les corresponda. El personal del departamento tiene al frente un técni-
co, que actúa como asesor o ejecutor de las decisiones del político, pero no
como un directivo, siendo el político el que decide sobre su actuación. Aquí se
representa un diagrama tipo, que puede ser orientativo.
Modelo gerencial (de directivos profesionales)...
Este modelo se ha ido desarrollando progresivamente, esencialmente en
municipios catalanes y valencianos. En él, se tiende, como es común en los
modelos gerenciales de los municipios occidentales, sobre los cuales ya se hizo
referencia, a diferenciar el nivel político del nivel directivo en la gestión públi-
426
EL GERENTE MUNICIPAL UNA APROXIMACIÓN AL CAMBIO -.

























ca. El nivel político se dedica a la definición y traslación de políticas públicas a
los ciudadanos, con una presencia constante en instituciones, entidades y en la
propia sociedad de su municipio, compartiendo esta tarea con sus actividades
profesionales propias. El nivel directivo se dedica a una participación activa en
la definición de las políticas públicas, y a su ejecución, al mismo tiempo que
lleva a cabo la dirección ejecutiva de la organización. Se basa en la figura del
Gerente y/o Directores/Coordinadores de Áreas funcionales, territoriales (en
este caso cuando se constituyen organizaciones propias territoriales descentra-
lizadas, como los distritos) e instrumentales (cuando existen entes instrumenta-
les mediante personificaciones jurídico-públicas, como organismos autónomos
—patronatos o agencias...—, o jurídico-privadas, como empresas públicas o
mixtas...), sobre una compartimentalización racional y orientada a la gestión,
de la Administración municipal. Dichas figuras se proveen con profesionales
especializados en la dirección, gestión, control e implementación organizacio-
nal, y se debe tender a su formación permanente, ajustándose al perfil de direc-
tivo explicado en el apartado correspondiente.
«En el ámbito local no se puede plantear una estrategia o un sistema de gestión a
partir de lo que se recoja en los manuales, ya que el camino a recomer está lleno de
obstáculos. Cada Ayuntamiento debe adaptar la gestión a sus necesidades, pero nece-
sita de un gerente, porque el mercado lo reclama» (Josep MARULL, 1997).
Voluntariamente, no he hecho figurar ni al Pleno, ni a la Comisión de Go-
bierno, ni a las Comisiones informativas, ni a los órganos colegiados de los entes
instrumentales. Ya que, aunque es el Pleno el que aprueba el diseño organizativo
al aprobar la relación de puestos de trabajo y plantillas, así como el nombra-
427
REALA 274-275 (MAYO-DICIEMBRE. 1997)





















miento del personal directivo, y las Comisiones informativas los debaten e in-
forman preceptivamente, e incluso, si así se le ha delegado, la Comisión de
Gobierno asume importantes competencias en materia organizativa y de perso-
nal, aparte de órgano asesor del Alcalde, la realidad es que son el Equipo de
gobierno (formado por todos los concejales o por los más representativos) y, en
primera instancia el Alcalde, los que con el correspondiente juego de las mayo-
rías, definen el modelo de organización que gobiernan, e inciden, directamente,
sobre el modelo de gestión que desean. Y, para su implantación, es esencial el
liderazgo claro del Alcalde. Mientras que para su consolidación es necesaria la
implicación de todos los grupos políticos con representación municipal, lo cual
suele ser difícil. Será la articulación normativa municipal, así como el transcur-
so del tiempo y la capacitación de los directivos, los inputs importantes para la
aceptación del modelo gerencial, independientemente de que comporte el cam-
bio de las personas.
Estos modelos, no me ha parecido oportuno explicarlos desde los conceptos
de estructuración de las organizaciones de H. MINTZBERG (qué es vértice estra-
tégico, línea media, núcleo de operaciones, staffy tecnoestructura), porque la
realidad local, no es tan simple, ya que quien debería estar en la tecnoestructu-
ra (como el Secretario o Interventor), muchas veces es en realidad vértice es-
tratégico, y en éste, las decisiones muchas veces se conforman con incidencia
del núcleo de operaciones (sindicatos, personal de base...) o desde agentes ex-
ternos a la organización (partidos políticos, entidades...). La teoría de política
de gestión de MINTZBERG, no es fácilmente aplicable a las organizaciones que
constituyen la Administración local. En sentido similar se ha manifestado BLOK
(El managér fortalecido. Paidós), que considera que no existe la autoridad ab-
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soluta en una organización, como propugna MINTZBERG, por lo que hay que
adoptar políticas que den sentido a la organización, procurando que los em-
pleados adopten conductas basadas en la responsabilidad y la autonomía.
Dos experiencias singulares...
...son las que ahora se apuntan, si bien que cual ameba, la función gerencial
en la gestión pública, se va extendiendo poco a poco. El primer Ayuntamiento
que la implantó, allá en los albores de la recuperación democrática, fue el de
Sant Boi de Llobregat (Barcelona), con Josep M.a Procházka como gerente,
como se enorgullece de recordar. Pero como variantes del modelo gerencial,
son los correspondientes al de Barcelona y al de Esplugues de Llobregat (Bar-
celona), los que aquí haré mención.
En Barcelona, y sobre la base jurídica de la Ley especial de 1960, se insti-
tuyó en el anterior mandato electoral el modelo gerencial, siendo su primer ge-
rente Francisco Longo, y el posterior y actual Josep Marull, pero se podría
decir que se ha apostado por un modelo, en el que no existe uno, sino varios
gerentes, según una distribución funcional y territorial, concibiéndose la figura
del gerente de servicios generales como un primus inter pares, que en la reali-
dad actúa como gerente de gerentes, con funciones de impulso y coordinación so-
bre los demás, en el marco del Comité ejecutivo, como órgano colegiado creado
para la dirección superior de la administración ejecutiva. Siendo un político, el
1 .er Teniente de Alcalde, por delegación del Alcalde, el que preside y dirige di-
cho Comité, actuando de vertebrador entre el nivel político y directivo. Los ge-
rentes o directivos de los entes instrumentales se adscriben organizativamente
en el sector funcional o territorial correspondiente, coordinándose con el geren-
te del mismo. Corresponde a los órganos de gobierno, compuestos por miem-
bros corporativos, la aprobación de las políticas a las que ajustarán su
actuación los gerentes. Por otro lado, los miembros electos con responsabilida-
des de gobierno coordinan la ejecución de las políticas, pudiendo realizar tareas
de control, pero su relación no se da sobre la dirección jerárquica, sino sobre la
coordinación-información. A la comisión ejecutiva se le atribuyen las funciones
de coordinación de la actuación de los diferentes sectores de actuación, de esta-
blecimiento de criterios generales de gestión, y de preparación e informe de los
asuntos que se sometan a deliberación por los órganos colegiados de gobierno. La
regulación y funciones de esta figura, se contempla en un corpus administrati-
vo aprobado y modificado por Decretos de Alcaldía (puesto que se parte de
una interpretación forzada de la Ley del 60, que atribuía al Alcalde el nombra-
miento de los Delegados de servicios), sobre «normas básicas para la ordena-
ción de los ámbitos en la administración municipal ejecutiva». Entre las
delegaciones efectuadas, se les ha atribuido la capacidad de dictar actos admi-
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nistrativos. Bajo este primer nivel gerencial se establece un segundo nivel di-
rectivo, en el que se incluyen los Directores de servicios y responsables de en-
tes instrumentales, como responsables máximos de los correspondientes entes,
departamentos o áreas administrativas en que se estructura cada sector funcio-
nal y territorial. Todos ellos son nombrados por libre designación.
En Esplugues de Llobregat, como municipio mediano, se ha implantado un
modelo gerencial más puro. Se crea por acuerdo plenario, en el cual también se
nombra, por libre designación, a quien ha de ocupar el cargo, Enríe Giner, atri-
buyéndosele las funciones correspondientes, con una gran coherencia para que
la consolidación del modelo sea exitosa. Entre dichas funciones, debería desta-
carse una que es significativa de la separación entre los niveles político y direc-
tivo. Es la que le atribuye la elaboración y formulación de programas anuales y
plurianuales de inversión en que se concreten los planes de actuación y que
constituirían el contenido de los capítulos de inversión de los presupuestos mu-
nicipales. En el mundo local el presupuesto de inversiones es el de mayor im-
portancia estratégica y política, ya que a través de él se materializa el futuro de
ciudad, sus infraestructuras y equipamientos. Atribuir esta facultad al gerente,
es creer en una gestión pública profesional, en la que el directivo participa acti-
vamente en la definición de las políticas y se encarga de su ejecución y evalua-
ción. Es importante apreciar cómo los requisitos que se establecen para cubrir
el puesto son los de «conocimientos, formación y experiencia probada en fun-
ciones de dirección y coordinación». El modelo es muy similar al que se ha di-
bujado en la figura 7, dependiendo toda la organización ejecutiva del gerente
(el cual está auxiliado de adjuntos), que depende del Alcalde, el cual pasa a
asumir un rol más representativo, difusor externo de las políticas y vertebra-
dor entre el nivel político y la organización, en la definición de esas políti-
cas. En este modelo se ha integrado a los cuerpos nacionales en el comité
de dirección, que preside el gerente implicándolos en la organización como
personal directivo, lo cual se reconoce como un éxito para la implantación del
modelo.
«El gerente ha de ser una persona que cohesione la estructura administrativa, con li-
derazgo, siendo consciente de que actúa en el campo de las relaciones humanas, pu-
diéndose adaptar a los cambios a los que debe anticiparse, siendo previsor. Debe
actuar con paciencia, la cual es amarga pero otorga frutos dulces. Ante todo debe ser
un profesional con capacidad suficiente para canalizar las sinergias entre el nivel po-
lítico y la organización, debiendo saber aportar elementos de decisión al primero,
con lo que debe tener abiertos muchos canales de información, que también le per-
mitan disponer de los máximos elementos para su actuación. Para ello debe contar
con capacidad de análisis crítico y experimentar constantemente, modificando y
ajustando en cada momento para conseguir de la organización sus mejores resulta-
dos» (Enríe Giner, gerente del Ayuntamiento de Esplugues. Febrero de 1997).
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3.4. El marco jurídico en Cataluña
La legislación vigente...
...sobre la organización en la Administración municipal, se compone de la
Ley 8/1987, de 15 de abril, municipal y del régimen local de Cataluña, el De-
creto-Legislativo 1/1997, de 31 de octubre, por el que se aprueba el texto re-
fundido de los preceptos de determinados textos legales vigentes en Cataluña,
en materia de función pública, el Decreto 214/1990, de 30 de julio, que aprue-
ba el reglamento de personal de los entes locales y, su modificación por adap-
tación a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen jurídico de la
Administración pública y del procedimiento administrativo común, el Decreto
179/1995, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de obras, activi-
dades y servicios de los entes locales (ROAS), ambos de la Generalitat de Ca-
taluña, el RD 2568/1986, de 28 de noviembre, del Estado, que aprueba el
Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de las entida-
des locales, el Reglamento Orgánico municipal, cuando aborde este tema y los
documentos acompañatorios del Presupuesto correspondientes a la relación de
puestos de trabajo y plantilla. Normativa vigente en el marco de la legislación
básica contenida en la Ley 7/1985, de 2 de abril, de bases del régimen local, y
el RD Legislativo 781/1986, de 18 de abril, que aprueba el texto refundido de
las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
En este marco hay que diferenciar la organización ejecutiva del Ayunta-
miento de la organización ejecutiva de sus entes instrumentales.
Desde la organización ejecutiva del Ayuntamiento
Como se puede apreciar, el marco jurídico vigente permite nombrar Geren-
tes en el nivel directivo máximo de la organización local, al mismo tiempo que
permitir la existencia de personal propio en ese nivel. En todo caso debe reco-
gerse en la relación de puestos de trabajo, con las correspondientes consigna-
ciones presupuestarias. En muchas ocasiones se consideran los puestos de nivel
técnico como de nivel directivo, lo cual es un error, y, aunque es posible, no
responde al diseño efectuado por la normativa y referenciado anteriormente.
Ello ocurre, porque la rigidez o precariedad funcionarial del personal eventual,
así como la tendenciosa identificación política por los partidos que se encuen-
tren en la oposición, hace huir de una aplicación coherente de la normativa,
tanto por el personal, como por los políticos que asuman el gobierno.
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* Esta figura aparece como novedad en el art. 191.2 del
ROAS, como gestor del servicio, sin posibilidad de ejer-
cer funciones resolutorias, ni disponer gastos. No se re-
gula su provisión, ni pertenencia, por lo que se entiende
que son puestos de trabajo que pueden ser ocupados por
personal municipal, mediante las normas generales de
provisión de puestos.
Elaboración propia.
Desde la organización ejecutiva de los entes instrumentales de gestión directa
FIGURA 9. Marco jurídico de la organización ejecutiva en
los entes instrumentales
ÓRGANO
ENTE CARGO que nombra
Organización especial Gerente Alcalde
Organismo autónomo Gerente Pleno
Sociedad mercantil pública Gerente Junta general
NIVEL DIRECTIVO
Elaboración propia.
Como se aprecia, en los modelos de gestión directa regulados por el ROAS,
y anteriormente, por el Reglamento de servicios de 17 de junio de 1955, se exi-
ge la existencia de un gerente. El caso de la organización especial es relevante,
puesto que se encuentra en la propia estructura orgánica del Ayuntamiento, no
teniendo personalidad jurídica propia. En todos los casos, el gerente se confi-
gura legalmente como un órgano de gobierno, al que se atribuye la dirección y
gestión inmediata, y el puesto no puede ser ocupado por un miembro electo.
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3.5. Mucho más que una figura o un modelo
Como se ha expuesto no existe ningún inconveniente para la implantación
de la figura. Pero lo importante es el modelo de gestión. Un modelo que crea
en la existencia de personal directivo que asuma la función gerencial en la or-
ganización y que separe el nivel político del directivo. Ello se ha recogido
como experiencia en Cataluña, en la organización de los Consejos comarcales,
que, quizás bajo la influencia de las mancomunidades, han confiado en la figu-
ra del gerente que se ha creado como un órgano administrativo, con competen-
cias asignadas por la Ley, y con un carácter esencialmente profesional (así se
puede comprobar en la Ley 6/1987, de organización comarcal de Cataluña).
Ello es lógico, puesto que al estar cubiertos los otros órganos de gobierno (Pre-
sidencia y Pleno), por miembros electos de Ayuntamientos, sobre los que se
entiende que no pueden tener la dedicación necesaria en la Comarca, se optó
por agilizar la acción administrativa con un órgano estable, en cuanto a la pre-
sencia del que lo ocupara, el cual tiene atribuida la dirección de la administra-
ción y servicios comarcales. El problema ha aparecido con la asunción de
competencias por estos entes, desde la Generalitat y desde los Ayuntamientos,
por delegación. A partir de ahí, se ha tendido a primar en quien ocupa este ór-
gano, más su ascendencia y actuación política, que no profesional, de acuerdo
con las políticas que apruebe el Pleno a través de los planes comarcales.
Por otro lado, es de agradecer y valorar positivamente el proyecto de regla-
mento de organización, funcionamiento y régimen jurídico (ROF), del Depar-
tamento de Gobernación de la Generalitat (siempre y cuando algún día vea la
luz), que en su segundo borrador y, dentro del Título 1 sobre la organización
de los entes locales, prevé en la sección 6.a del Capítulo 1, sobre estructura de
la organización, la figura del gerente, al cual se le atribuye la dirección ejecuti-
va de los servicios técnico-administrativos centrales, y se reenvía al Reglamen-
to orgánico de la Corporación, para que se articule el estatuto de sus funciones.
Éste es un avance enorme, pero la figura no servirá para nada si detrás no exis-
te un modelo de gestión, que asuma el Ayuntamiento como su política pública
organizacional. Esta figura no puede existir sola, ya que debería hablarse de
personal directivo, como hace la ley municipal y el reglamento de personal. Lo
que queda claro es que no responde a la figura del gerente comarcal. Por otro
lado, no se tiene en cuenta la posibilidad de que, a través del Reglamento orgá-
nico o de Ordenanzas fiscales, se pueda desconcentrar en ellos la competencia
para dictar actos de gestión, de acuerdo con las pautas que da el art. 11 de la
Ley 30/1992, para la creación de unidades y órganos administrativos y con la
definición como acto repetitivo o de aplicación mecánica del procedimiento,
contra el que cabe recurso ordinario, que da la Ley General Tributaria. En todo
caso deberían realizarse las reformas legislativas correspondientes para que, si
así se considera por la Corporación, también pueda asumir facultades delega-
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das. Asimismo, no es comprensible, cuando existen antecedentes en nuestra
propia tradición local (como en Barcelona con los Delegados de servicios), que
el máximo o máximos directivos del Ayuntamiento no puedan formar parte de
los órganos colegiados de gobierno, al menos con voz, cuando luego será el res-
ponsable de la ejecución de los acuerdos que allí se adopten, ya que lo que se
prevé en el proyecto de ROF es, que en todo caso, asista como asesor y cuando
se le requiera. Es necesario un cambio cultural importante, para el cual se re-
quiere un debate político sobre los modelos de gestión en nuestra Administra-
ción local.
Se ha explicado entre las causas originarias de la aparición de la figura en
el ámbito local español, la orientación a la eficiencia, la falta de especializa-
ción en la gestión y de dedicación de los políticos, el incrementalismo de servi-
cios a partir de la recuperación democrática, el nivel competencial asumido
por los municipios, el alcance del techo presupuestario y fiscal, el aumento y
capacitación de los recursos humanos y la complejidad prestacional por la di-
versidad de servicios, como las más características. Pero en este apartado
también hay que señalar la limitación del Alcalde de no poder formar su go-
bierno, cosa que no ocurre en el resto de Administraciones. En la Universidad,
en el Estado, en las Autonomías, el Presidente y Rector (en la Universidad, a la
cual también se le reconoce autonomía con garantía institucional en su aspecto
organizativo, y que reconoce como órgano necesario la figura del gerente, con
competencias muy importantes en el funcionamiento de la organización), elec-
tos, eligen su equipo de gobierno y sus directivos (aunque no estén conceptua-
dos con las características que aquí se defienden para serlo), pero ello no
ocurre en el nivel local. El Alcalde forma su equipo de gobierno y compone la
Comisión de gobierno con y entre Concejales electos, de acuerdo con las can-
didaturas aprobadas por los correspondientes partidos o agrupaciones electora-
les. Ello también ha sido causa, para que tras estos años se busque, en los
directivos profesionales que designa, implantar una dirección profesional de la
Administración, reconduciendo el papel de los miembros electos a la defini-
ción de objetivos, políticas y programas, su difusión en la sociedad, su control
y defensa ante los órganos colegiados, y ala implicación en Instituciones y socie-
dad impulsando el nuevo enfoque relacional de la actuación administrativa.
La consideración de los entes locales como instancias políticas de repre-
sentación popular, como Administraciones públicas esencialmente prestaciona-
les, no nos puede llevar a un enfoque economicista de su gestión, cual si de una
empresa se tratara. Se ha de poder combinar el modelo de gestión pública de la
burocracia weberiana con el modelo gerencial en un marco relacional y en un
entorno cambiante. Ya se ha incidido exhaustivamente en este carácter diferen-
ciador. Lo que necesita la Administración local son directivos que permitan
conseguir la rentabilidad social de los servicios, la satisfacción de los ciuda-
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danos/usuarios/clientes, la implicación del personal, el diseño y ejecución de
políticas públicas que aporten un beneficio a la sociedad, la racionalización
de los recursos organizativos y económico-financieros, el cumplimiento y res-
peto de la legalidad y la igualdad y no discriminación, la protección de los va-
lores sociales. Que orienten a la Administración en la adaptabilidad a los
cambios sociales. Que sean emprendedores, en una sociedad interrelacional,
facilitando la participación de los diferentes agentes tanto en el diseño y ejecu-
ción de políticas, como en la prestación de servicios. Que respondan de su ac-
tuación ante la organización y los órganos de gobierno. Que entienda la
Administración desde una perspectiva global que permita su cohesión.
«No hay viento favorable para aquél que no sabe a dónde va». (SÉNECA en Cartas a
Lucilio).
El cubo de Rubik, paradigma de la gestión local
«Ésta sería la esencia del enfoque de la eficacia social: su orientación clara hacia un
proyecto de futuro (de ciudad) y la participación técnica, social y ciudadana».
Antonio DÍAZ. Municipio relacional: la eficacia social. Madrid, 1993.
Cuando se popularizó el cubo mágico, inventado por el profesor húngaro
Erno Rubik para sus alumnos de arquitectura, a principios de los 80, para faci-
litarles la comprensión de los problemas de forma y espacio, era fácil ver gru-
pos de personas que intentaban realizar las combinaciones suficientes, con la
destreza necesaria para conseguir que el cubo tuviera todos los lados homogé-
neos, si bien que de un color diferente cada uno. La dificultad era tal, que todos
intentaban manipular el cubo a la vez, requiriéndose la ayuda entre ellos, pero
sólo uno pudiendo manipularlo. Se requería concentración y atención para que
el intento no acabara en frustración y, ante todo implicaba la interrelación. Lo
mismo ocurre en la Administración local, la interrelación entre todos los agen-
tes existentes en su entorno no sólo es necesaria, sino que no se puede obviar.
Y ello comporta que no se pueda ver la gestión aislada y su aplicación como
prácticas de laboratorio. La gestión interactúa en un marco de políticas públi-
cas, las cuales se configuran en un entorno político muy definido, en el que los
partidos adquieren un predominio excluyente, pero interactivo con otros agen-
tes sociales, y desde su carácter representativo y a través del correspondiente
proceso electoral se legitiman en la asunción del gobierno. La gestión se rela-
ciona con las políticas públicas, pero ya no con la política, en la que no incide
y con la que sí interactúan los agentes sociales. Con estas interdependencias,
aumenta la complejidad, de lo que podríamos denominar la gobernabilidad,
que atraviesa una crisis a nivel internacional, a raíz de la globalización de los
mercados, que ha generado dinamismo e interdependencia y seguirá generando
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mayor complejidad y entornos diversos. A través de los procedimientos políti-
cos, de las reglas del juego político democrático, se concilian intereses contra-
puestos, en constante búsqueda de equilibrio y negociación, con el objetivo de
integrar racionalidades diferentes y conjugar los valores sociales en un cons-
tante presente.
Y, como ya se explicó en el apartado correspondiente, la eficiencia de las
organizaciones no sólo depende de factores internos, sino también externos,
como el marco institucional en el que se mueve y la generación de confianza y
cultura ciudadana en los diferentes agentes, teniendo en cuenta su capital social
e implicándoles en el propio sentido de la organización, evitando una patrimo-
nialización política o burocrática, mediante una personalización del interés ge-
neral. El papel de las organizaciones públicas no sólo debe ser receptor, sino
también difusor. No sólo hay que gestionar bien, sino explicar que los servicios
tienen unos costes, que lo que han costado es razonable y de dónde proviene
ese dinero. Culturizando así el entorno social y permitiéndole la implicación en
los objetivos de la organización.
Nuestro entorno social, se caracteriza por un envejecimiento de la pobla-
ción, un mantenimiento de los altos niveles de paro y una precarización laboral
que incide más directamente sobre los jóvenes y las mujeres, con el consecuen-
te empobrecimiento de las familias. Por otro lado, nos encontramos en el techo
de la presión fiscal y de los niveles de endeudamiento y déficit, que comporta
un reequilibrio presupuestario. Ante ello la Administración tiene el reto de in-
cidir directamente sobre la cohesión social y el mantenimiento y calidad de
servicio a los ciudadanos y de sus infraestructuras, tiene el reto de ser una Ad-
ministración emprendedora y configurar una gestión pública relacional. Y este
reto sólo lo puede afrontar, si desde el nivel político se definen los modelos de
gestión necesarios para la consecución del modelo de ciudad, de Estado y
como conjunción, de sociedad, que los ciudadanos refrendarán.
«El cambio organizativo depende muy especialmente del liderazgo organizacional.
Ello involucra, en las Administraciones Públicas, no sólo a la cultura administrativa
sino también y fundamentalmente a la propia cultura política. Desde la concepción ge-
rencial de las Administraciones Públicas se refuerza la vieja verdad de que el cambio
no es posible sin voluntad y compromiso político. ¿Para cuándo?» (Joan PRATS. For-
mación, modelos organizativos y perfiles gerenciales en las Administraciones Pú-
blicas. Barcelona, 1989).
REFERENCIAS SOBRE ORGANIZACIÓN
a) El art. 3.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común (Ley 30/92)
436
EL GERENTE MUNICIPAL UNA APROXIMACIÓN AL CAMBIO -.
prevé que cada una de las Administraciones públicas actúa para el cumpli-
miento de sus fines con personalidad jurídica única.
b) Son varios los artículos de la CE que se refieren a los poderes públicos,
en un concepto globalizador que incluye tanto los órganos constitucionales del
Estado, como las personas jurídico-públicas (como ejemplo arts. 9, 27, y 39 a
51, entre otros).
c) Ley 30/1992, de 26 de noviembre, que en su art. 2 dice: «1. Se entiende
a los efectos de esta Ley por Administraciones Públicas: a) La Administración
General del Estado, b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas,
c) Las Entidades que integran la Administración local. 2. Las Entidades de De-
recho Público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de
cualquiera de las Administraciones Públicas tendrán asimismo la consideración
de Administración Pública.»
d) Del Tribunal Supremo son representativas las Sentencias de 6 de junio
de 1990 —RA 4814—, de 12 de junio de 1987 —RA 6120—, de 24 de di-
ciembre de 1990 —RA 10191—, de 20 de octubre de 1992 —RA 8036—. Del
Tribunal Constitucional, la 178/1989, de 2 de noviembre, la 143/1991, de 1 de ju-
lio, la 192/1991, de 14 de octubre, la 200/1991, de 28 de octubre y la 238/1992,
de 17 de diciembre, entre otras. Sentencias sobre el principio de eficacia.
e) Es interesante la posición doctrinal de algunos administrativistas sobre
el principio de eficacia. Así, se pronuncia Luis ORTEGA en «El reto dogmático
del principio de eficacia» en RAP, n.° 133, pág. 11, cuando dice que «muchos
derechos constitucionales precisan para su plenitud del concurso de la Admi-
nistración... no basta con resultado de garantía jurídica, sino que son funda-
mentales los resultados de servicio, porque es en la medición del resultado
donde se puede concretar el contenido del derecho de prestación. Resultado
que en muchos casos lo podrá concretar el legislador en base a estándares me-
dios de cantidad, calidad o temporalidad». En esa línea incide también Ramón
MARTÍN MATEO en «El sistema administrativo clásico y su permeabilidad a los
nuevos paradigmas» en Revista de Administración Pública (RAP), n.° 134,
pág. 22.
f) Luciano PAREJO en Eficacia y Administración (obra citada), pág. 95 y
ss., realiza un conciso análisis de la evolución del concepto desde el punto de
vista de la organización y, en relación a la eficiencia, desde las posiciones de ET-
ZIONI, KAST , ROSENZWEIG, BOULDING, VON VERTALANFFY, KAHN y MAYNTZ.
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g) El art. 3.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Pú-
blicas... prevé que «Las Administraciones públicas... se rigen... en su actuación
por los criterios de eficiencia y servicio a los ciudadanos».
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